
 

1 
 

Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 16 de 
abril de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 93/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 23 de febrero de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el proyecto de orden por la que se 
regula la realización de procesos selectivos unificados de policías locales por 
la Junta de Castilla y León. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 26 de febrero de 2026, 
se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 93/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. S. de Vega. 

 
Primero.- El proyecto. 
 
El proyecto de orden sometido a consulta consta de un preámbulo, 

cuatro artículos, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales. 
 

El preámbulo comienza con la descripción del marco normativo de la 
norma proyectada: “El artículo 31.2 de la Ley 9/2003, de 8 de abril, de 
coordinación de policías locales de Castilla y León, prevé la posibilidad de que 
la Junta de Castilla y León asuma la convocatoria conjunta de diversos procesos 
selectivos, cuando así se acuerde mediante convenios de colaboración con los 
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ayuntamientos. En el mismo sentido se pronuncia el artículo 61 de las Normas 
Marco aprobadas por Decreto 84/2005, de 10 de noviembre”. 

 
Justifica la aprobación de una nueva disposición reglamentaria en la 

necesidad racionalizar los procesos selectivos unificados, cuya gestión se 
encomienda a la Administración autonómica, en aras de mejorar la operativa 
de su desarrollo e incrementar su transparencia, así como en la exigencia de 
adaptar la regulación existente a los diversos cambios normativos que se han 
ido produciendo. 

 
Por lo demás, modifica la Orden FYM/633/2021, de 18 de mayo, por la 

que se aprueba el modelo de bases para las convocatorias de pruebas de acceso 
a la categoría de Agente de los Cuerpos de Policías Locales en Castilla y León, 
a fin de adecuar los lugares de publicación de la relación de aprobados y fijar 
el momento a partir del cual las personas propuestas por el tribunal deben 
presentar la documentación necesaria para su nombramiento, bien como 
funcionarios en prácticas, bien como funcionarios de carrera. 

 
El artículo 1 identifica como objeto de la orden el establecimiento de las 

condiciones y procedimientos específicos de colaboración entre los ayuntamientos 
y la Administración autonómica para la selección de agentes de la Policía Local 
de Castilla y León. 
 

El artículo 2, “Acuerdo municipal”, regula el procedimiento por el cual 
la Administración autonómica asume la gestión del proceso selectivo unificado. 

 
El artículo 3, “Publicación de la convocatoria”, prevé el régimen de 

publicación de la convocatoria unificada. 
 
El artículo 4, “Bases de la convocatoria en procesos selectivos unificados”, 

se refiere a las peculiaridades que se deben contemplar en las bases del proceso 
selectivo unificado. 
 

La disposición derogatoria afecta a la Orden IYJ/324/2009, de 13 de 
febrero, por la que se regula la realización de procesos selectivos de Policías 
Locales por la Junta de Castilla y León. 
 

La disposición final primera modifica la Orden FYM/633/2021, de 18 de 
mayo por la que se aprueba el modelo de bases para las convocatorias de 
pruebas de acceso a la categoría de Agente de los Cuerpos de Policías Locales 
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en Castilla y León. Específicamente modifica los apartados 11.1 y 11.3 de la 
base decimoprimera del anexo. 

 
La disposición final segunda prevé la entrada en vigor de la norma al 

día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León. 
 

Segundo.- El expediente remitido. 
 
En el expediente que acompaña al proyecto de orden figuran, además 

de un índice de los documentos que lo conforman, los siguientes: 
 

- Copia del anuncio de consulta pública previa realizada entre el 
19 y el 29 de agosto de 2025 publicada en el Portal de Gobierno Abierto de la 
Junta de Castilla y León. No se han formulado aportaciones. 

 
- Proyecto de orden y memoria del proyecto, ambos de 3 de 

septiembre de 2025, sobre el que el Servicio de Evaluación, Normativa y 
Procedimiento ha realizado varias consideraciones.  

 
- Documentación acreditativa de la realización de los trámites de 

participación ciudadana y de información pública entre el 4 y el 13 de noviembre 
de 2025, y de audiencia a los ayuntamientos afectados, organizaciones 
sindicales, Federación Regional de Municipios y Provincias (FRMPCyL) y 
Delegación del Gobierno en Castilla y León. Durante dicho trámite se han 
recibido aportaciones del Ayuntamiento de Laguna de Duero y de la FRMPCyL. 

 
- Justificación del trámite de audiencia concedido a las consejerías, 

durante el cual se han formulado observaciones por la Consejería de Familia e 
Igualdad de Oportunidades sobre el impacto de la futura norma en los ámbitos 
de la discapacidad, la infancia, la adolescencia, la familia y el género. 
 

- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Estadística 
de la Consejería de Economía y Hacienda, de 10 de noviembre de 2025. 

 
- Certificado del secretario del Consejo de Cooperación Local de 

Castilla y León de 6 de febrero de 2026, en el que hace constar que dicho 
órgano, en su reunión celebrada el 4 de febrero de 2026, ha tomado 
conocimiento de la norma proyectada. 

 
- Proyecto de orden y memoria justificativa, ambos de 13 de 

febrero de 2026. 
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- Informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de Medio 

Ambiente, Vivienda y Ordenación del Territorio de 16 de febrero de 2026. 
 
- Proyecto de orden y memoria, ambos de 16 de febrero de 2026.  
 
- Informe del secretario general de la Consejería de Medio 

Ambiente, Vivienda y Ordenación del Territorio, de 17 de febrero de 2026. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 

Castilla y León, en su artículo 4.1.d) califica como preceptiva la consulta para 
el supuesto de proyectos de reglamentos o disposiciones de carácter general 
que se dicten en ejecución de las leyes, así como sus modificaciones. 

 
En el presente caso corresponde a la Sección Segunda la competencia 

para emitir el dictamen, según lo establecido en el apartado tercero, 2.a) del 
Acuerdo de 6 de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina 
la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración.  
 
Según el artículo 50.1 del Reglamento de Organización y Funcionamiento 

del Consejo Consultivo, la solicitud de dictamen se acompañará del expediente 
administrativo foliado, en el que se deberá incluir toda la documentación y 
antecedentes necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así 
como el borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de documentos. 

 
Para el supuesto de los proyectos de disposiciones reglamentarias de 

las consejerías, el artículo 76.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, establece que “El resto 
de disposiciones reglamentarias deberán cumplir, exclusivamente, los trámites 
exigidos en la normativa reguladora del procedimiento administrativo común 
en la forma prevista en el artículo anterior y contar con el preceptivo informe 
de legalidad de los servicios jurídicos de la Administración de la Comunidad de 
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Castilla y León, así como, cuando proceda, con el informe de los órganos 
consultivos”. (Debe reiterarse que no resulta aplicable la redacción dada a los 
artículos 75, 76 y 76 bis por la Ley 1/2021, de 22 de febrero, de Medidas 
Tributarias, Financieras y Administrativas, pues tal modificación no ha entrado 
en vigor, de acuerdo con la disposición final vigesimoprimera de la citada Ley 
1/2021. No obstante lo cual, debe recordarse la necesidad de que la 
Administración de la Comunidad dé cumplimiento al mandato previsto en el 
apartado 3 de la indicada disposición final, que dispone que “el desarrollo 
reglamentario al que se refiere la nueva redacción del apartado 7 del artículo 
76 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, [referido a la regulación reglamentaria del 
procedimiento de elaboración de las normas] (…) deberá producirse en el plazo 
máximo de un año desde la publicación de la presente ley en el Boletín Oficial 
de Castilla y León”. Y es obvio que tal plazo se ha superado ampliamente sin 
haberse dado cumplimiento aún a dicho mandato legal). 

 
La observancia del procedimiento de elaboración de las normas 

constituye un aspecto de singular importancia si se tiene en cuenta que el 
procedimiento, tanto en su vertiente formal como material, opera como una 
garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de la disposición de que se 
trate. 

 
En cuanto a la memoria que debe acompañar al proyecto normativo, 

“deberá contener el marco normativo en el que pretende incorporarse, la 
motivación sobre su necesidad y oportunidad, un estudio económico con 
referencia al coste al que dará lugar, en su caso, así como a su financiación, 
un resumen de las principales aportaciones recibidas durante la tramitación y 
cualquier otro aspecto que exija una norma con rango de ley o que se 
determine reglamentariamente” (artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 de julio). 

 
A este respecto, resultan aplicables al proyecto los principios de buena 

regulación determinados con carácter básico por el artículo 129 de la LPAC, a 
los que deben someterse las Administraciones Públicas en el ejercicio de la 
potestad reglamentaria: necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, 
transparencia, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 

 
En la línea que marca ahora la legislación básica, se situaba ya en el 

ámbito autonómico el Decreto 43/2010, de 7 de octubre, por el que se aprueban 
determinadas medidas de mejora en la calidad normativa de la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León, cuyo artículo 2 establece que “De 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 5 y 42 de la Ley 2/2010, de 11 
de marzo, de Derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la 
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Administración de la Comunidad de Castilla y León y de Gestión Pública, el 
procedimiento de elaboración de los anteproyectos de ley y de los proyectos 
de disposiciones administrativas de carácter general se inspirará en los 
principios de actuación de la Administración autonómica de eficiencia, 
economía, simplicidad y participación ciudadana y en los principios de calidad 
normativa, necesidad, proporcionalidad, transparencia, coherencia, accesibilidad 
y responsabilidad, en los términos en los que estos principios aparecen 
definidos en la citada Ley”. 

 
El artículo 3 del Decreto 43/2010, de 7 de octubre, dispone que “La 

memoria que, de acuerdo con el artículo 75 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 
debe acompañar a cualquier proyecto de ley o proyecto de disposición de 
carácter general contendrá, en un único documento, la evaluación del impacto 
normativo o administrativo, si fueran preceptivos y, en todo caso, cuantos 
estudios e informes sean necesarios para el cumplimiento de los principios y 
medidas regulados en los artículos 41 y 42 de la Ley 2/2010, de 11 de marzo, 
debiéndose redactar por el órgano o centro directivo proponente del proyecto 
normativo de forma simultánea a la elaboración de este.  

 
»Asimismo, deberá reseñar las modificaciones introducidas en el 

texto originario como fruto de la participación, de informes y consultas, y justificar 
las razones que llevan a aceptar o, en su caso, rechazar las observaciones que 
se hayan presentado”. 

 
En este caso, la memoria se refiere a la necesidad y oportunidad de la 

norma, con alusión al cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia, 
proporcionalidad, transparencia, seguridad jurídica, eficiencia, coherencia, 
accesibilidad y responsabilidad; al marco normativo autonómico, señalando 
expresamente que la propuesta de orden supone la modificación de la Orden 
FYM/633/2021, de 18 de mayo, que contiene el citado modelo de bases 
actualmente vigente, tiene por finalidad solventar un error de redacción de la 
aquélla y ajustar, en el marco de los procesos unificados, el momento de 
presentación de documentación de aspirantes aprobados en un momento 
único y afecta a la vigencia de la Orden IYJ/324/2009, de 13 de febrero; a la 
estructura y contenido del proyecto; al análisis de los impactos económico y 
presupuestario, de género, en los ámbitos de la discapacidad, la infancia, la 
adolescencia y la familia, y de los impactos normativo y administrativo; y 
finalmente a la tramitación del proyecto de orden. 

 
No obstante, no consta el análisis de la repercusión del proyecto de 

orden en la sostenibilidad y la lucha/adaptación contra el cambio climático, 
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exigido en el Anexo II del Acuerdo 64/2016, de 13 de octubre, de la Junta de 
Castilla y León, por el que se aprueban medidas en materia de desarrollo 
sostenible en la Comunidad de Castilla y León. 
 

En cuanto al procedimiento tramitado, como ha quedado reflejado en 
los antecedentes de hecho y se acredita con la documentación enviada, se ha 
dado cumplimiento a los siguientes trámites: 
 
  - Se han realizado los trámites de consulta pública previa, de 
participación ciudadana, de audiencia y de información pública. 
 
  - Se ha dado audiencia a las restantes consejerías. 
 

- El Consejo de Cooperación Local de Castilla y León ha tomado 
conocimiento del proyecto, tal y como exige el artículo 97.a) de la Ley 1/1998, 
de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León. 
 

- La Dirección General de Presupuestos, Fondos Europeos y 
Estadística de la Consejería de Economía y Hacienda ha emitido el informe 
exigido por el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y 
del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León. 

 
- El proyecto se ha informado por los Servicios Jurídicos, como 

exigen el artículo 76.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, y el artículo 4.2.b) de 
la Ley 6/2003, de 3 de abril, de Asistencia Jurídica a la Comunidad de Castilla 
y León.  
 

- Consta el informe del secretario general de la consejería 
proponente, previsto en el artículo 39.1.g) de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 
 

Además, merece destacarse el cumplimiento de la resolución de 20 de 
octubre de 2020 de la Dirección General de Transparencia y Buen Gobierno, por 
la que se concretan las condiciones para la publicación de la huella normativa, 
cuya publicación en el portal de transparencia de la Junta de Castilla y León 
tiene como finalidad dar la máxima divulgación a los documentos y contenidos 
que se generan en el proceso de tramitación de las normas de obligado 
cumplimiento. Se considera que es una información relevante a la hora de 
conocer, no solo el espíritu y finalidad de la norma, sino también las distintas 
modificaciones producidas a lo largo de su tramitación, desde su concepción 
original hasta el texto final que vaya a aprobarse. Y ello con la pretensión de 
que una mayor transparencia de estos procesos fomente la participación 
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ciudadana en la conformación del contenido final de las normas, lo que 
garantizará que las decisiones sean más motivadas y razonables y permitirá 
conocer qué y quienes influyen directa o indirectamente en las reglas que 
todos deberemos observar. 

 
En la huella normativa de la orden proyectada, publicada en la página 

web de la Junta de Castilla y León, aparecen el trámite de consulta pública, la 
memoria de análisis de impacto normativo inicial, los tramites de información 
pública y de audiencia, los informes del resto de consejerías, los informes 
presupuestario y jurídico y la solicitud de dictamen al Consejo Consultivo; lo 
que, a grandes rasgos, viene a coincidir con la documentación que constituye 
el expediente remitido y a la que ya se ha hecho referencia, por lo que pueden 
entenderse cumplidas las condiciones para la publicación de la huella normativa 

 
De acuerdo con lo expuesto, cabe concluir que el procedimiento se ha 

tramitado de acuerdo con la normativa. 
 

3ª.- Competencia y rango de la norma proyectada. 
 
El artículo 148.1.22ª de la Constitución establece la competencia de las 

comunidades autónomas en materia de coordinación y demás facultades en 
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley 
orgánica. En similares términos se pronuncia el artículo 72.4 del Estatuto de 
Autonomía de Castilla y León, en relación con las policías locales de Castilla y 
León. 

 
La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, 

y especialmente la Ley Orgánica 2/1986, de 18 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad (LOFCS), disponen el marco necesario para regular la coordinación 
de las policías locales de municipios de Castilla y León. La LOFCS regula en sus 
artículos 51 a 54 las policías locales y las competencias que ejercerán las 
comunidades autónomas, en su caso, que son las previstas en su artículo 39. 
Este precepto establece que “Corresponde a las Comunidades Autónomas, de 
conformidad con la presente Ley y con la de Bases de Régimen Local, coordinar 
la actuación de las Policías Locales en el ámbito territorial de la Comunidad, 
mediante el ejercicio de las siguientes funciones: 

 
»a) Establecimientos de las normas-marco a las que habrán de 

ajustarse los Reglamentos de Policías Locales, de conformidad con lo dispuesto 
en la presente Ley y en la de Bases de Régimen Local. 
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»b) Establecer o propiciar, según los casos, la homogeneización 
de los distintos Cuerpos de Policías Locales, en materia de medios técnicos para 
aumentar la eficacia y colaboración de éstos, de uniformes y de retribuciones. 

 
»c) Fijar los criterios de selección, formación, promoción y 

movilidad de las Policías Locales, determinando los distintos niveles educativos 
exigibles para cada categoría, sin que, en ningún caso, el nivel pueda ser inferior 
a graduado escolar. 

 
»d) Coordinar la formación profesional de las Policías Locales, 

mediante la creación de Escuelas de Formación de Mandos y de Formación 
Básica”. 

 
Al amparo de las competencias previstas en el Estatuto de Autonomía, 

se aprobó la Ley 9/2003, de 8 de abril, de Coordinación de las Policías Locales 
de Castilla y León, actualmente vigente. Su artículo 31.2 prevé que la Junta 
de Castilla y León podrá asumir la convocatoria unificada de diversos procesos 
selectivos, cuando así se acuerde mediante convenios de colaboración con los 
ayuntamientos. 

 
Asimismo, el artículo 61 de las Normas Marco a las que han de ajustarse 

los Reglamentos de las Policías Locales en el ámbito de la Comunidad de 
Castilla y León, aprobadas por Decreto 84/2005, de 10 de noviembre, dispone 
que la Junta de Castilla y León, a través de la consejería competente en materia 
de policías locales, podrá asumir la convocatoria y realización de procesos 
selectivos para cubrir plazas vacantes correspondientes a varios ayuntamientos, 
cuando así lo acuerde mediante los oportunos convenios de colaboración.  

 
En última instancia debe recordarse que la disposición final primera de 

la Ley 9/2003, de 8 de abril, faculta a la Junta de Castilla y León para efectuar 
su correspondiente desarrollo reglamentario. Por su parte, el artículo 56.2 de 
las Normas Marco, ya citadas, establece que la consejería competente en la 
materia elaborará modelos de bases de convocatoria para las diferentes 
categorías, en los que se establecerán los requisitos mínimos y los temarios 
de las diferentes pruebas, así como los baremos aplicables en cada caso. 
 

Corresponde a la Consejería de Medio Ambiente, Vivienda y Ordenación 
del Territorio, en virtud del artículo 1 del Decreto 9/2022, de 5 de mayo, bajo 
la supervisión del consejero, promover y dirigir la política en materia de 
protección ciudadana y seguridad pública. 
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4ª.- Observaciones al texto del proyecto de orden. 
 
Preámbulo. 
 
Respecto a la parte expositiva de la norma, ha de recordarse que ha de 

facilitar, con la adecuada concisión, la comprensión de su objeto, aludir a sus 
antecedentes y al título competencial en cuyo ejercicio se dicta y ayudar a 
advertir las innovaciones que introduce, con la aclaración de su contenido, si 
ello es preciso, para la comprensión del texto. 

 
En las Instrucciones para la elaboración de los documentos que se 

tramitan ante los órganos colegiados de Gobierno de la Comunidad de Castilla 
y León, aprobadas por resolución de 20 de octubre de 2014, del secretario 
general de la Consejería de la Presidencia, se diferencia un contenido general 
de la parte expositiva y otro específico en atención a la tipología de la norma. 

 
Como contenido general señalan que “La parte expositiva comenzará 

con una breve explicación de cuales sean las disposiciones de las que deriva o 
en las que encuentra su encaje la norma o el acuerdo. La exposición se hará 
de forma ordenada, comenzando por el derecho internacional o comunitario si 
existiese y, siguiendo por este orden, con la Constitución Española, el Estatuto 
de Autonomía de Castilla y León, la normativa básica estatal y la normativa 
autonómica.  

 
»Cabe citar, a continuación, si existiesen, los antecedentes 

normativos de la cuestión que se va a abordar en el articulado (…). 
 
»Posteriormente se describirá su objeto y finalidad, y las 

competencias y habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta, indicando de manera 
expresa el fundamento competencial que se ejercita.  

 
»Deberán destacarse también los aspectos más relevantes de la 

tramitación, consultas efectuadas y principales informes evacuados, en particular 
la audiencia a otras administraciones públicas cuando se haya producido. (…)”. 

 
Como contenido específico de la parte expositiva de los proyectos de 

reglamentos ejecutivos, “se incluirá una referencia, en su caso, a la habilitación 
legal específica y al llamamiento que haga el legislador al ulterior ejercicio, por 
su titular, de la potestad reglamentaria”. 
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Ha de mencionarse, asimismo, el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, que dispone que en el preámbulo debe quedar suficientemente 
justificada la adecuación del proyecto de reglamento a los principios de buena 
regulación: necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, 
transparencia eficiencia, responsabilidad y accesibilidad. 
 

En definitiva, el contenido de la parte expositiva se adapta en general 
a aquellas determinaciones, al referirse al marco normativo en el que se inserta, 
estructura de la norma, aspectos relevantes en la tramitación, en particular los 
relacionados con su negociación, y a la adecuación de la norma a los principios 
de calidad normativa. 

 
En lo demás, se recomienda una revisión detenida del texto a fin de 

corregir redacciones defectuosas o errores de puntuación y/o tipográficos, 
observación que se hace extensiva igualmente al articulado del proyecto, en 
el que se aprecia una redacción susceptible de ser mejorada, en favor de la 
claridad y mejor comprensión de la regulación que se pretende aprobar. 

 
Articulado. 
 
Artículo 2.- Acuerdo Municipal.  
 
En lo que respecta al turno de movilidad, se aconseja modificar la 

redacción del apartado, en coherencia con el punto 2º), letra a), apartado 2 
del artículo 4 y en relación con el artículo 84.1 de las Normas Marco, que 
estipulan que el sistema de selección en el citado turno será el concurso-
oposición, con reconocimientos médico y psicotécnico de carácter eliminatorio, 
por lo que no existe posibilidad de elección del sistema selectivo en este turno. 
 

Disposición final primera.- Modificación del Anexo “Modelo de 
bases para las convocatorias de pruebas de acceso a la categoría de 
Agente de los Cuerpos de Policías Locales en Castilla y León” de la 
Orden FYM/633/2021, de 18 de mayo. 

 
El nuevo 11.3 dispone “Las personas propuestas presentarán en el 

ayuntamiento, dentro del plazo de quince días naturales, contados a partir de 
la publicación de la lista de aprobados en el tablón de anuncios del 
ayuntamiento, los siguientes documentos: 
 

»[En los casos en que el proceso selectivo se gestione de forma 
conjunta para varios ayuntamientos por la administración autonómica, las 
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personas propuestas presentarán en el ayuntamiento, dentro del plazo de 
quince días naturales, contados a partir de la publicación de la lista de 
aprobados en el Boletín Oficial de Castilla y León, los siguientes documentos:] 
 

»1º.- Certificado negativo de antecedentes penales, expedido por 
el Registro de penados y rebeldes referido a la fecha de la publicación de la lista 
de aprobados en el tablón de anuncios del ayuntamiento” 

 
Dicho precepto ha se ser aclarado por cuanto su redacción pudiera dar 

lugar a confusión, habida cuenta de que su contenido no es compatible con el 
apartado 3 del artículo 29 (“Acceso al Cuerpo”) de la Ley 9/2003, de 8 de abril. 
El citado precepto exige que los requisitos de los aspirantes deben reunirse “el 
día en que finalice el plazo para la presentación de instancias de la 
correspondiente convocatoria, salvo los permisos de conducción de vehículos 
a motor que se determinen reglamentariamente, que deberán poseerse antes 
de la toma de posesión como funcionario”. En el mismo sentido se pronuncia 
el artículo 58.2 de las Normas Marco, aprobadas por el Decreto 84/2005, de 
10 de noviembre. 
 
 Disposición final segunda.- Entrada en vigor.  

 
La disposición final segunda establece que “La presente Orden entrará 

en vigor el día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y 
León”. 

 
Las repetidas instrucciones para la elaboración de los documentos que 

se tramitan ante los órganos colegiados de Gobierno de la Comunidad de 
Castilla y León señalan que en aquellos casos en los que la entrada en vigor es 
distinta de la general en la medida en que ello sea posible conviene señalar el 
día, mes y año, en vez de señalarla en relación con la publicación de la norma.   

 
En este caso se prevé una entrada en vigor distinta de la general, ya 

que no se contempla un periodo de vacatio legis, circunstancia esta que no 
aparece justificada en la memoria. Su mantenimiento en el texto exige una 
justificación suficiente, pues en otro caso, de conformidad con la doctrina del 
Consejo de Estado y de este Consejo Consultivo, resultaría aconsejable 
mantener las reglas generales del ordenamiento sobre la vacatio legis, y prever 
la entrada en vigor de la norma a los 20 días de su publicación en el Boletín 
Oficial de Castilla y León. 
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5ª.- Observaciones de técnica normativa. 
 
Se aconseja homogeneizar la redacción y emplear un criterio uniforme 

en el uso del sistema de selección referido al turno libre (oposición o concurso-
oposición libre) (artículo 4.2.a.1º, f y g). 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa:  
 
Consideradas las observaciones formuladas, puede aprobarse el proyecto 

de orden por la que se regula la realización de procesos selectivos unificados de 
policías locales por la Junta de Castilla y León. 
 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


